
ARTÍCULO 174. DEBER DE RENDIR TESTIMONIO. Toda persona está en la obligación de
rendir bajo juramento, el testimonio que se le solicita en la actuación procesal, salvo las
excepciones constitucionales y legales. Al testigo menor de doce (12) años no se le recibirá
juramento y en la diligencia deberá estar asistido, por su representante legal o por un pariente
mayor de edad a quien se le tomará juramento acerca de la reserva de la diligencia.

ARTÍCULO 175. EXCEPCIÓN AL DEBER DE DECLARAR. Nadie podrá ser obligado a
declarar contra sí mismo o contra su cónyuge, compañera o compañero permanente o parientes
dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil.

ARTÍCULO 176. EXCEPCIONES POR OFICIO O PROFESIÓN. No están obligados a
declarar sobre aquello que se les ha confiado o ha llegado a su conocimiento por razón de su
ministerio, profesión u oficio:

1. Los ministros de cualquier culto admitido en la República.

2. Los abogados.

3. Cualquier otra persona que por disposición legal pueda o deba guardar secreto.

ARTÍCULO 177. AMONESTACIÓN PREVIA AL JURAMENTO. Toda autoridad a quien
corresponda tomar juramento, amonestará previamente a quien debe prestarlo acerca de la
importancia moral y legal del acto y las sanciones penales establecidas contra los que declaren
falsamente o incumplan lo prometido, para lo cual se leerán las respectivas disposiciones. Acto
seguido se tomará el juramento.

ARTÍCULO 178. TESTIGO IMPEDIDO PARA CONCURRIR. Si el testigo estuviere
físicamente impedido para concurrir al despacho del funcionario, será interrogado en el lugar en
que se encuentre.

ARTÍCULO 179. TESTIMONIO POR CERTIFICACIÓN JURADA. El Presidente de la
República, el Vicepresidente de la República, los Ministros del despacho, los Senadores y
Representantes a la Cámara, los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, de la Corte
Constitucional, del Consejo de Estado, del Consejo Superior de la Judicatura y miembros del
Consejo Nacional Electoral, el Fiscal y Vicefiscal General de la Nación, el Procurador y
Viceprocurador General de la Nación, el Defensor del Pueblo, el Contralor General de la
República, el Registrador Nacional del Estado Civil, los directores de departamentos
administrativos, el Contador General de la Nación, el gerente y los miembros de la Junta
Directiva del Banco de la República, los Magistrados de los Tribunales, los Gobernadores de
departamento, Cardenales, Obispos, o Ministros de igual jerarquía que pertenezcan a otras
religiones, Jueces de la República, el Alcalde Mayor de Bogotá, los Generales en servicio activo,
los Agentes Diplomáticos y Consulares de Colombia en el exterior, rendirán su testimonio por
medio de certificación jurada, y con este objeto se le notificará y formulará un cuestionario,
indicando de manera sucinta los hechos objeto de declaración.

La Certificación Jurada debe devolverse al despacho de origen dentro de los ocho (8) días
siguientes a la recepción del cuestionario.



Quien se abstenga de rendir el testimonio a que está obligado o lo demore, incurrirá en falta por
incumplimiento a sus deberes. El funcionario que haya requerido la certificación pondrá el hecho
en conocimiento de la autoridad encargada de juzgar al renuente.

El derecho a rendir certificación jurada es renunciable.

ARTÍCULO 180. TESTIMONIO DE AGENTE DIPLOMÁTICO. Cuando se requiera
testimonio de un ministro o agente diplomático de nación extranjera acreditado en Colombia o de
una persona de su comitiva o familia, o de un funcionario que represente la misión de un
organismo internacional, se le remitirá al embajador o agente, por conducto del Ministerio de
Relaciones Exteriores, nota suplicatoria con cuestionario y copia de lo pertinente para que, si él
tiene a bien, declare por medio de certificación jurada o permita declarar en la misma forma a la
persona solicitada.

ARTÍCULO 181. EXAMEN SEPARADO DE TESTIGOS. Los testigos serán interrogados
separadamente, de tal manera que no puedan saber, ni escuchar las declaraciones de otros
testigos.

ARTÍCULO 182. RECEPCIÓN DEL TESTIMONIO. Los testimonios serán recogidos y
conservados por el medio más idóneo, de tal manera que facilite su examen cuantas veces sea
necesario.

ARTÍCULO 183. PRÁCTICA DEL INTERROGATORIO. La recepción del testimonio se
sujetará a las siguientes reglas:

1. Presente e identificado el testigo, el funcionario le tomará el juramento y le advertirá sobre las
excepciones al deber de declarar.

2. A continuación, el funcionario le informará sucintamente al testigo acerca de los hechos objeto
de su declaración y le ordenará que haga un relato de cuanto le conste sobre los mismos.

3. Terminado este, procederá el funcionario a interrogarlo si lo considera conveniente. Cumplido
lo anterior, se le permitirá a los sujetos procesales interrogar.

4. Se permitirá provocar conceptos del declarante cuando sea una persona especialmente
calificada por sus conocimientos técnicos, científicos o artísticos sobre la materia.

5. El funcionario podrá interrogar en cualquier momento que lo estime necesario. Las respuestas
se registrarán textualmente. El funcionario deberá requerir al testigo para que sus respuestas se
limiten a los hechos que tengan relación con el objeto de la investigación.

ARTÍCULO 184. CRITERIOS PARA LA APRECIACIÓN DEL TESTIMONIO. Para
apreciar el testimonio, el funcionario tendrá en cuenta los principios de la sana crítica y,
especialmente, lo relativo a la naturaleza del objeto percibido, al estado de sanidad del sentido o
sentidos por los cuales se tuvo la percepción, las circunstancias de lugar, tiempo y modo en que
se percibió, a la personalidad del declarante, a la forma como hubiere declarado y las
singularidades que puedan observarse en el testimonio.



ARTÍCULO 185. EFECTOS DE LA DESOBEDIENCIA DEL TESTIGO. En caso de que el
testigo desatienda la citación, el funcionario judicial impondrá la sanción y seguirá el trámite
contemplado para la obstrucción en la práctica de la prueba; no obstante ello no lo exime de
rendir el testimonio, para lo cual le fijará nueva fecha para la realización. El funcionario judicial
podrá ordenar a la Policía la conducción del testigo renuente.

CAPÍTULO IV.

CONFESIÓN.

ARTÍCULO 186. REQUISITOS. La confesión deberá reunir los siguientes requisitos:

1. Que sea hecha ante funcionario judicial.

2. Que la persona esté asistida por apoderado.

3. Que la persona haya sido informada del derecho a no declarar contra sí misma.

4. Que se haga en forma consciente y libre.

ARTÍCULO 187. VERIFICACIÓN. Si se produjere la confesión, el funcionario competente
practicará las diligencias pertinentes para determinar la veracidad de la misma.

ARTÍCULO 188. CRITERIOS PARA LA APRECIACIÓN. Para apreciar cualquier clase de
confesión y determinar su mérito probatorio, el funcionario judicial tendrá en cuenta las reglas de
la sana crítica y los criterios para apreciar el testimonio.

ARTÍCULO 189. CONFESIÓN DURANTE LA FASE INICIAL. <Artículo modificado por
el artículo 49 de la Ley 1849 de 2017. El nuevo texto es el siguiente:> Cuando el Fiscal General
de la Nación o su delegado reciban declaración a un afectado durante la fase inicial, y este
confiese explícitamente que uno o alguno de sus bienes se encuentra en una de las causales de
extinción de dominio, el funcionario ordenará la ruptura de la unidad procesal, presentará la
demanda de extinción de dominio respecto de aquellos bienes a que se refiere la confesión y la
remitirá inmediatamente al juez junto con la copia de la confesión, para que este siga el
procedimiento abreviado de extinción de dominio.

Notas de Vigencia

- Artículo modificado por el artículo 49 de la Ley 1849 de 2017, 'por medio de la cual se
modifica y adiciona la Ley 1708 de 2014 “Código de Extinción de Dominio” y se dictan otras
disposiciones', publicada en el Diario Oficial No. 50.299 de 19 de julio de 2017.

Legislación Anterior



Texto original de la Ley 1708 de 2014:

ARTÍCULO 189. Cuando el Fiscal General de la Nación o su delegado reciban declaración a
un afectado durante la fase inicial, y este confiese explícitamente que uno o alguno de sus
bienes se encuentra en una de las causales de extinción de dominio, el funcionario ordenará
la ruptura de la unidad procesal, proferirá resolución de fijación provisional de la pretensión
respecto de aquellos bienes a que se refiere la confesión y la remitirá inmediatamente al juez
junto con la copia de la confesión, para que este siga el procedimiento abreviado de extinción
de dominio.

ARTÍCULO 189A. SENTENCIA ANTICIPADA POR CONFESIÓN EN EXTINCIÓN DE
DOMINIO. <Artículo adicionado por el artículo 50 de la Ley 1849 de 2017. El nuevo texto es el
siguiente:> Cuando no curse un proceso de extinción de dominio sobre los mismos bienes, y
exista interés del titular de confesar voluntariamente la existencia de bienes inmersos en alguna
de las causales de extinción de dominio, el interesado reconocerá de manera expresa que
concurren sobre los bienes los presupuestos de una o varias de las causales de extinción de
dominio y renunciará a presentar oposición.

Una vez presentada la solicitud el Fiscal evaluará la procedencia de la confesión y verificará la
titularidad de los bienes denunciados. Excepcionalmente y de manera discrecional podrá realizar
una investigación expedita cuando exista duda razonable sobre el propósito y contenido de la
confesión.

Realizado lo anterior el Fiscal procederá a elaborar un acta en la cual se consignen la lectura de
los derechos constitucionales al interesado y el contenido de la confesión.

Posteriormente presentará directamente la demanda de extinción de dominio ante el juez
competente quien prescindiendo del derecho de oposición, evaluará la procedencia del acuerdo y
dictará sentencia anticipada de extinción del derecho de dominio.

La retribución a favor del interesado en realizar la confesión de parte seguirá las mismas reglas
del artículo 142A de la presente ley.

Notas de Vigencia

- Artículo adicionado por el artículo 50 de la Ley 1849 de 2017, 'por medio de la cual se
modifica y adiciona la Ley 1708 de 2014 “Código de Extinción de Dominio” y se dictan otras
disposiciones', publicada en el Diario Oficial No. 50.299 de 19 de julio de 2017.

CAPÍTULO V.

PRUEBA DOCUMENTAL.

ARTÍCULO 190. APORTE. Los documentos se aportarán al proceso en original o copia
auténtica. En caso de no ser posible, se reconocerán en inspección, dentro de la cual se obtendrá
copia. Si fuere indispensable, se tomará el original y se dejará copia auténtica.

ARTÍCULO 191. OBLIGACIÓN DE ENTREGAR DOCUMENTOS. Salvo las excepciones
legales, quien tenga en su poder documentos que se requieran en un proceso de extinción de



dominio tiene la obligación de entregarlos o permitir su conocimiento al funcionario que lo
solicite.

Cuando se trate de persona jurídica, la orden de entrega de documentos se notificará al
representante legal en quien recaerá la obligación de remitir aquellos que se encuentren en su
poder y que conforme a la ley esta tenga la obligación de conservar. La información deberá
entregarse en un término máximo de diez (10) días, y su incumplimiento acarreará las sanciones
previstas.

El funcionario aprehenderá los documentos cuya entrega o conocimiento le fuere negado e
impondrá las sanciones que corresponda.

No están sujetos a las sanciones previstas en el inciso anterior, las personas exentas del deber de
denunciar o declarar.

ARTÍCULO 192. RECONOCIMIENTO TÁCITO. Se presumen auténticos los documentos
cuando el sujeto procesal contra el cual se aducen no manifieste su inconformidad con los hechos
o las cosas que expresan.

CAPÍTULO VI.

PRUEBA PERICIAL.

ARTÍCULO 193. PROCEDENCIA. Cuando se requiera la práctica de pruebas técnico-
científicas o artísticas, el funcionario judicial decretará la prueba pericial y designará peritos
oficiales, quienes no necesitarán nuevo juramento ni posesión para ejercer su actividad.

ARTÍCULO 194. POSESIÓN DE PERITOS NO OFICIALES. El perito designado por
nombramiento especial tomará posesión del cargo prestando juramento y explicará la experiencia
que tiene para rendir el dictamen. En todos los casos demostrará su idoneidad acreditando el
conocimiento específico en la materia y su entrenamiento certificado en la práctica pericial.

ARTÍCULO 195. IMPEDIMENTOS Y RECUSACIONES. Los peritos están impedidos y son
recusables por las mismas causas que los funcionarios judiciales.

Del impedimento o recusación conocerá el funcionario que haya dispuesto la prueba y resolverá
de plano.

ARTÍCULO 196. CUESTIONARIO. El funcionario judicial, en la providencia que decrete la
práctica de la prueba pericial, deberá precisar el tipo de estudio solicitado y el propósito del
mismo. De igual forma incorporará el cuestionario que debe ser absuelto por el perito, el cual
incluirá las preguntas presentadas por los sujetos procesales o las que de oficio considere
pertinentes.

ARTÍCULO 197. REQUISITOS. En el desempeño de sus funciones, el perito debe examinar
los elementos materia de prueba, dentro del contexto de cada caso. Para ello el funcionario
judicial y el investigador aportarán la información necesaria y oportuna. El dictamen debe ser
claro, preciso y deberá contener:



1. La descripción del objeto de la pericia.

2. La relación y la descripción de los objetos o documentos sobre los cuales recae el estudio.

3. La descripción de los instrumentos técnicos utilizado para el estudio.

4. La descripción de los procedimientos, exámenes, experimentos o pruebas llevados a cabo.

5. La explicación de los argumentos, fundamentos o teorías que da validez técnica, científica o
artística a los procedimientos, exámenes, experimentos o pruebas llevados a cabo.

6. La exposición clara y completa de las conclusiones obtenidas.

ARTÍCULO 198. REGLAS ADICIONALES DE LA PERICIA. Además de lo previsto en los
artículos precedentes, en la práctica de la prueba pericial deberán seguirse las siguientes reglas:

1. El perito deberá, directamente o con apoyo del investigador de campo, fijar, recolectar,
embalar, rotular, custodiar y documentar la evidencia que resulte derivada de su actuación y dar
informe de ello al funcionario judicial.

2. Cuando se designen varios peritos, todos ellos conjuntamente practicarán las diligencias y
harán los estudios o investigaciones pertinentes para emitir el dictamen.

3. Cuando hubiere discrepancia entre los peritos, cada uno rendirá su dictamen por separado.

4. En todos los casos, a los peritos se les advertirá sobre la prohibición absoluta de emitir en el
dictamen cualquier juicio u opinión sobre la procedencia o improcedencia de la extinción del
derecho de dominio.

ARTÍCULO 199. CONTRADICCIÓN DEL DICTAMEN. Cuando el funcionario judicial
reciba el dictamen, procederá en la siguiente forma:

1. Verificará si cumple con los requisitos señalados en este código. En caso contrario ordenará
que el perito lo elabore cumpliendo con ellos. No se admitirá como dictamen la simple expresión
de las conclusiones.

2. Si cumple con los requisitos indicados, se correrá traslado a los sujetos procesales por el
término de cinco (5) días. Este término podrá ser prorrogado por un término razonable, previa
solicitud fundada de parte, cuando a juicio del funcionario judicial la complejidad del dictamen
lo amerite.

3. Dentro de este mismo término, los sujetos procesales podrán controvertir un dictamen pericial
presentando otro que desvirtúe la validez técnica, científica o artística de las conclusiones
contenidas en el primero.

4. Cuando lo estime necesario el juez podrá ordenar, oficiosamente o por solicitud de parte, que
el dictamen sea aclarado o adicionado. Los sujetos procesales podrán presentar dictámenes
adicionales para controvertir las adiciones o aclaraciones hechas al primero.

5. El funcionario judicial valorará críticamente todos los dictámenes periciales que se alleguen al
proceso en conjunto con las demás pruebas recolectadas, y definirá a cuál de ellos confiere



credibilidad.

CAPÍTULO VII.

INSPECCIÓN JUDICIAL.

ARTÍCULO 200. PROCEDENCIA. Mediante la inspección se comprobará el estado de las
cosas, lugares, los rastros y otros efectos materiales que fueran de utilidad para los fines del
proceso de extinción de dominio. La práctica de la inspección será registrada documentalmente
mediante la elaboración de un acta que describirá detalladamente lo ocurrido, y en la que se
consignarán las manifestaciones que hagan las personas que intervengan en la diligencia. De
contar con los medios técnicos necesarios, en lugar del acta podrá hacerse, un registro
audiovisual.

Los elementos probatorios encontrados en desarrollo de la inspección se fijarán, recogerán,
embalaran, rotularán, transportarán y conservarán teniendo en cuenta los procedimientos de
cadena de custodia.

ARTÍCULO 201. REQUISITOS. La inspección se decretará por medio de providencia que
exprese con claridad los puntos materia de la diligencia, el lugar, la fecha y la hora. Cuando fuere
necesario, el funcionario judicial designará perito en la misma providencia, o en el momento de
realizarla. Sin embargo, de oficio o a petición de cualquier sujeto procesal, podrá ampliar en el
momento de la diligencia los puntos que han de ser objeto de la inspección.

ARTÍCULO 202. OPERACIONES TÉCNICAS. Para mayor eficacia de la inspección, se
podrá ordenar por parte del funcionario judicial las operaciones técnicas o científicas necesarias y
pertinentes, para el cumplimiento de los fines del proceso de extinción de dominio.

TÍTULO VI.

COOPERACIÓN INTERNACIONAL.

ARTÍCULO 203. DE LA COOPERACIÓN JUDICIAL. Las reglas contenidas en la presente
ley serán aplicables en la atención, ofrecimiento u obtención de cooperación judicial
internacional en los temas de investigación, localización, identificación, afectación y trámite de
acciones con fines de comiso, decomiso, recuperación de activos, extinción de dominio o
cualquier otro instituto jurídico semejante.

Así mismo, la presente acción será considerada como instrumento idóneo para dar cumplimiento
a las demás obligaciones contenidas en los convenios y tratados de cooperación judicial
internacional suscritos, aprobados y ratificados por Colombia en el tema de persecución de
bienes vinculados con actividades delictivas.

ARTÍCULO 204. OBTENCIÓN DE COOPERACIÓN INTERNACIONAL. Para el
cumplimiento de los fines de la acción de extinción de dominio el Fiscal General de la Nación o
su delegado podrá acudir a todas las formas de cooperación judicial, policial o administrativa que
se consideren necesarias, de acuerdo con los procedimientos establecidos en los convenios,
tratados o acuerdos suscritos, aprobados y ratificados por el Estado colombiano, o en virtud de



cualquier otro instrumento de cooperación internacional suscrito por cualquier autoridad de
orden Nacional o que se propicie en virtud de redes de cooperación entre autoridades homologas
de distintos Estados.

ARTÍCULO 205. PERSECUCIÓN DE ACTIVOS EN EL EXTERIOR. La Fiscalía General
de la Nación deberá hacer uso de todos los mecanismos de asistencia judicial o cooperación
internacional previstos en las convenciones, tratados y acuerdos suscritos y ratificados por
Colombia, con el propósito de garantizar el éxito de la persecución de activos ilícitos en el
extranjero con fines de extinción de dominio.

Adicionalmente podrá contratar con cargo al Frisco los servicios de profesionales residentes en el
exterior que gocen de conocimiento, experiencia y buena reputación para que inicien, adelanten y
lleven hasta su culminación cualquier procedimiento o trámite que se requiera ante las
autoridades de otro país, en orden a la identificación, localización y aseguramiento de los bienes
que pueden ser objeto de extinción de dominio por parte de los jueces colombianos.

El Gobierno reglamentará el régimen de honorarios máximos que podrá cancelarse a los
profesionales que presente ese servicio, así como los requisitos y procedimientos para su
contratación, la que en todo caso deberá llevarse a cabo de manera que se garantice la pluralidad
de oferentes, la selección objetiva de los contratistas y todos los demás principios rectores que
rigen la contratación pública en Colombia.

ARTÍCULO 206. DESPLAZAMIENTOS Y COMISIONES. Sin perjuicio de lo dispuesto en
el artículo anterior, el Fiscal General de la Nación o su delegado podrán trasladarse fuera del
país, previa autorización del Estado requerido, con el fin de obtener pruebas o adelantar
diligencias judiciales o de investigación que resulten necesarias dentro de los procesos de
Extinción de Dominio o, en su defecto, podrá comisionar con amplias facultades a la autoridad
consular acreditada ante el Estado respectivo.

ARTÍCULO 207. OFRECIMIENTO DE PRUEBAS. El Fiscal General de la Nación o su
delegado podrán realizar ofrecimientos voluntarios y espontáneos de pruebas a autoridades
judiciales de otros Estados, en aquellos eventos donde se considere que los elementos de prueba
obtenidos dentro de un trámite de extinción de dominio podrían sustentar una pretensión de
similar naturaleza en otro Estado o ser de utilidad dentro de una investigación de carácter penal.

ARTÍCULO 208. ASISTENCIA Y COOPERACIÓN INTERNACIONAL. Con el fin de
atender solicitudes de asistencia judicial internacional en materia de bienes ilícitos pretendidos
por otros Estados y que se encuentre en el territorio nacional, el Fiscal General de la Nación o su
delegado podrá adoptar medidas cautelares sobre bienes o disponer los actos de investigación
que sean requeridos, para lo cual la solicitud de asistencia judicial internacional se tendrá como
motivación suficiente y sustento razonable de las respectivas órdenes.

El requerimiento de la autoridad extranjera se ejecutará en el menor tiempo posible, aun cuando
en ella se requiera la observancia de requisitos o procedimientos no contemplados en el
ordenamiento jurídico colombiano, siempre y cuando estos no estén en contravía de los derechos
y garantías fundamentales o de las excepciones contempladas en los instrumentos de cooperación
judicial internacional que se invoquen para tal efecto.



ARTÍCULO 208A. MEDIDAS CAUTELARES PARA BIENES EN EL EXTERIOR.
<Artículo adicionado por el artículo 51 de la Ley 1849 de 2017. El nuevo texto es el siguiente:>
La Fiscalía General de la Nación podrá solicitar a la autoridad competente del país cooperante la
ejecución de las medidas cautelares sobre bienes objeto de extinción de dominio que se
encuentren en el exterior. Estas medidas serán sometidas al control de legalidad correspondiente
ante los jueces de extinción de dominio para su plena eficacia en el país extranjero. En lo
pertinente se aplicarán las reglas de cooperación judicial contenidas en esta ley.

Notas de Vigencia

- Artículo adicionado por el artículo 51 de la Ley 1849 de 2017, 'por medio de la cual se
modifica y adiciona la Ley 1708 de 2014 “Código de Extinción de Dominio” y se dictan otras
disposiciones', publicada en el Diario Oficial No. 50.299 de 19 de julio de 2017.

ARTÍCULO 209. EFECTO EN COLOMBIA DE SENTENCIAS PROFERIDAS POR
TRIBUNALES EXTRANJEROS. Tendrán valor en Colombia las sentencias de comiso,
extinción de dominio o de institutos jurídicos similares proferidas por tribunales extranjeros
sobre bienes que se encuentre en el territorio nacional y que sean pretendidos por vía de
cooperación judicial internacional.

Su ejecución se sujetará a lo dispuesto en los tratados, convenios o acuerdos internacionales
suscritos, aprobados y ratificados por Colombia, o en ausencia de estos a ofrecimiento de
reciprocidad. Para tal efecto, se dispondrá que tratándose de bienes muebles, distintos al dinero
en efectivo, el Estado requirente podrá optar por recibir el respectivo bien o el valor en efectivo
que se obtenga como producto del remate que realice la autoridad encargada de su
administración. Tratándose de bienes inmuebles, los mismos serán objeto de remate y su
producto, será entregado al Estado requirente en dinero en efectivo.

ARTÍCULO 210. VALIDEZ PROBATORIA DE LAS SENTENCIAS, O DECISIONES
EQUIVALENTES, EMITIDAS POR AUTORIDAD EXTRANJERA COMPETENTE. Las
órdenes de decomiso, sentencias de extinción de dominio o decisiones equivalentes proferidas
por autoridades judiciales de otros países que se encuentren debidamente ejecutoriadas, podrán
ser incorporadas al proceso de extinción de dominio sin necesidad de exequátur.

ARTÍCULO 211. REQUISITOS PARA LA EJECUCIÓN DE UNA SENTENCIA
EXTRANJERA EN COLOMBIA. Para que una orden de decomiso, sentencia de extinción de
dominio o decisión equivalente de las referidas en el artículo anterior pueda ser ejecutada en
Colombia se requiere:

1. Que no se oponga a la Constitución Política de Colombia.

2. Que se encuentre en firme de conformidad con la ley del país de origen, y se presente según lo
previsto en los convenios y tratados internacionales.

3. Que el país de origen certifique que la autoridad que emitió la orden de decomiso, sentencia de
extinción de dominio o decisión equivalente es una autoridad judicial, y que tiene jurisdicción y
competencia para hacerlo conforme a su derecho interno.

4. Que en Colombia no exista proceso de extinción de dominio en curso, ni sentencia de



extinción de dominio ejecutoriada de jueces nacionales sobre los mismos bienes.

5. Que a falta de tratados públicos, el Estado requirente ofrezca reciprocidad en casos análogos.

ARTÍCULO 212. PROCEDIMIENTO DE EXEQUÁTUR. Para la ejecución de una orden de
decomiso, sentencia de extinción de dominio o decisión equivalente emitida por una autoridad
judicial extranjera, se adelantará el siguiente procedimiento:

1. Las autoridades extranjeras del Estado requirente deberán entregar formalmente a la Fiscalía
General de la Nación la orden de decomiso, sentencia de extinción de dominio o decisión
equivalente emitida por una autoridad judicial de su país, junto con la solicitud formal de que sea
ejecutada. La decisión y la solicitud formal podrán remitirse por la vía diplomática o
directamente ante la Fiscalía General de la Nación.

2. La Fiscalía General de la Nación recibirá la decisión y la solicitud formal de ejecución, y
procederá a recolectar todos los medios de prueba que sean necesarios para:

a) Identificar y ubicar a los afectados actuales y potenciales de la extinción de dominio sobre los
bienes.

b) Determinar la identificación, ubicación y estado actual de los bienes.

c) Establecer la posible existencia de terceros de buena fe, identificarlos y ubicarlos.

Para recolectar esas pruebas la Fiscalía dispondrá de un plazo máximo de veinte (20) días.

3. Vencido el plazo anterior, la Fiscalía General de la Nación remitirá la actuación a la Sala de
Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia.

4. Si el único afectado es la persona contra quien la autoridad extranjera emitió la orden de
decomiso, sentencia de extinción de dominio o decisión equivalente, entonces la Corte Suprema
de Justicia procederá inmediatamente a estudiar si la sentencia es ejecutable de acuerdo con los
tratados internacionales o con las disposiciones de este capítulo, y resolverá de plano.

5. Si el afectado es una persona distinta del sujeto contra quien la autoridad extranjera emitió la
orden de decomiso, sentencia de extinción de dominio o decisión equivalente, entonces la Corte
Suprema de Justicia ordenará que se le notifique el inicio del trámite de exequátur, conforme a
las reglas de notificación personal previstas en este Código. Igual procedimiento seguirá si se
determina que hay otras terceras personas que son titulares actuales de otros derechos reales
<patrimoniales>  adicionales sobre esos bienes.

Notas de Vigencia

- Expresión “real(es)” modificada por “patrimonial(es)' por el artículo 1 de la Ley 1849 de
2017, 'por medio de la cual se modifica y adiciona la Ley 1708 de 2014 “Código de Extinción
de Dominio” y se dictan otras disposiciones', publicada en el Diario Oficial No. 50.299 de 19
de julio de 2017.

Una vez notificado, la Corte Suprema de Justicia dejará el expediente a disposición de esas
personas por el término de ocho (8) días, para que si lo desean presenten oposición a la solicitud
de ejecución de la orden de decomiso, sentencia de extinción de dominio o decisión equivalente



emitida por una autoridad extranjera. A tal efecto, solo podrán aportar o solicitar las pruebas que
sean pertinentes y conducentes en relación con el cumplimiento de los requisitos para ejecución
de una sentencia extranjera en Colombia, o para demostrar su condición de tercero de buena fe
exenta de culpa. En caso de considerarlo necesario la Corte Suprema podrá ordenar pruebas, las
cuales deberán practicarse dentro de los veinte (20) días siguientes.

Practicadas las pruebas, la Corte Suprema declarará cerrado el trámite y procederá a emitir
sentencia, contra la cual no procederá recurso alguno.

6. En firme la sentencia de exequátur, la Corte Suprema enviará la actuación a los jueces de
extinción de dominio para su ejecución.

ARTÍCULO 213. REMISIÓN A OTRAS NORMAS. En la ejecución de la orden de
decomiso, sentencia de extinción de dominio o decisión equivalente se aplicarán los tratados
internacionales correspondientes y especialmente los acuerdos a que llegue la República de
Colombia con otros países en materia de la distribución o repartición de bienes.

No se hará nuevo juzgamiento en Colombia.

ARTÍCULO 214. FACULTAD PARA COMPARTIR BIENES. En atención a los principios
de proporcionalidad y reciprocidad, el Estado podrá compartir bienes que sean objeto de
sentencia definitiva proferida por autoridad nacional o extranjera, cuando estos sean el producto
de la cooperación judicial internacional reciproca en virtud de tratados, convenios o acuerdos
suscritos, aprobados y ratificados por Colombia.

Los términos en que se ha de realizar la distribución de los bienes y las cargas o costos de su
administración, serán atendidos de acuerdo con lo dispuesto en los respectivos instrumentos
internacionales que sustentaron la cooperación judicial internacional y, en el evento de no contar
con regulación sobre estos aspectos, se procederá a suscribir un memorándum de entendimiento
con el Estado cooperante.

TÍTULO VII.

DISPOSICIONES FINALES.

ARTÍCULO 215. CREACIÓN DE JUZGADOS. La Sala Administrativa del Consejo
Superior de la Judicatura creará las salas de extinción de dominio que se requieran para el eficaz
y eficiente cumplimiento de las disposiciones del presente Código, asegurándose que como
mínimo se creen salas en los tribunales de distrito judicial de Bogotá, Medellín, Cali,
Barranquilla, y Cúcuta.

Así mismo, la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura creará los juzgados
especializados en extinción de dominio que considere necesarios para el eficaz y eficiente
cumplimiento de las disposiciones de este Código, conforme a las siguientes reglas:

1. En el distrito judicial de Bogotá, Medellín, Cali, Barranquilla, y Cúcuta se crearán al menos
cinco (5) juzgados especializados en extinción de dominio.

2. En los distritos judiciales de Antioquia, Cundinamarca, Ibagué, Bucaramanga, Tunja,
Villavicencio, Neiva, Manizales, Pasto, y Florencia, se crearán como mínimo dos (2) juzgados



Especializados en Extinción de Dominio.

3. En los Distritos de Cartagena, Armenia, Cúcuta, Pereira, Montería, Quibdó, Pamplona,
Riohacha, Santa Marta, Sincelejo, Popayán y Valledupar, se creará como mínimo un (1) juzgado
especializado en extinción de dominio.

El Consejo Superior de la Judicatura y el Ministerio de Hacienda y Crédito Público
reglamentarán y dispondrán lo necesario para determinar la composición y competencias de las
salas y los juzgados especializados en extinción de dominio.

ARTÍCULO 216. CREACIÓN DE FISCALÍAS. Modifíquese la planta de personal de la
Fiscalía General de la Nación, mediante la creación y puesta en funcionamiento de al menos
cincuenta (50) despachos adicionales de fiscalías especializadas para la extinción de dominio,
con igual número de cargos de asistentes de fiscal y cien (100) investigadores criminalísticas de
distintos grados. En todo caso, la Fiscalía General de la Nación podrá adelantar los estudios de
necesidad que se requieran, para justificar la creación de un número de cargos superior al
previsto en esta norma.

El Fiscal General de la Nación dispondrá la organización y distribución nacional de los
despachos creados mediante la presente ley, atendiendo a criterios de necesidad y eficacia del
servicio de administración de justicia.

ARTÍCULO 216A. CONSTITUCIÓN DE PÓLIZAS PARA LA DEFENSA DE
FISCALES.  <Artículo adicionado por el artículo 52 de la Ley 1849 de 2017. El nuevo texto es
el siguiente:> La Fiscalía General de la Nación podrá constituir pólizas con cargo a sus recursos
provenientes del Frisco para amparar el riesgo de daño antijurídico que se ocasione con las
decisiones adoptadas por los Fiscales dentro del proceso de extinción de dominio.

Estas pólizas buscarán garantizar el derecho de defensa y adecuada representación de los Fiscales
que así lo soliciten, al encontrarse incursos en instancias disciplinarias o penales, siempre y
cuando la presunta falta disciplinaria o delito se relacione directamente con la actividad de
investigación en los procesos de extinción de dominio.

El Director de Fiscalía Nacional Especializada en Extinción de Derecho de Dominio será el
competente para autorizar la procedencia de la solicitud en cada caso concreto.

Notas de Vigencia

- Artículo adicionado por el artículo 52 de la Ley 1849 de 2017, 'por medio de la cual se
modifica y adiciona la Ley 1708 de 2014 “Código de Extinción de Dominio” y se dictan otras
disposiciones', publicada en el Diario Oficial No. 50.299 de 19 de julio de 2017.
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